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RESUMEN 

El objeto de esta investigación es el análisis histórico de los antecedentes, 

organización y características del Instituto Nacional de Previsión (INP). Además, 

incidiremos en los cambios relevantes que protagonizó este organismo gestor, 

especialmente con la puesta en marcha de seguros sociales y de una relevante legislación 

laboral. En primer lugar, analizaremos el impulso social reformista del cambio del siglo 

XIX al XX, la postura de la clase política de la Restauración y de los partidos de turno, 

en especial el planteamiento de los conservadores, Antonio Maura y Eduardo Dato en la 

cuestión social, conscientes del desarrollo industrial y la consecuente consolidación de la 

clase obrera, con la aparición del socialismo. Ideología que podía poner en peligro el 

orden político y social establecido. En segundo lugar, analizaremos los antecedentes 

normativos, la labor pedagógica y de vertebración social del Instituto de Reformas 

Sociales (IRS), colaborando con la promoción del INP. Así como las características y 

competencias del propio Instituto, hasta la consolidación, en 1921, de la obligatoriedad 

de los seguros sociales. 

 

ABSTRACT 

The purpose of this research is to carry out a historical analysis of the background, 

the organization and the characteristics that the “Instituto Nacional de Previsión”. Also 

the most relevant changes brought about by this managing body, especially the 

implementation of social security and labour legislation. In the first place, we will analyse 

the reformist social impulse of the change of the 19th to the 20th century. The position of 

the political class of the “Restauración” and of the responsible parties on duty, especially 

the approach of the conservatives, Antonio Maura and Eduardo Dato about the social 

question. They were aware of industrial development and the consequent consolidation 

of the working class, with the appearance of socialism. Ideology could threaten the 

established political and social order. Secondly, we will analyse the normative 

background, the pedagogical work and the social structure of the “Instituto de Reformas 

Sociales”, collaborating with the promotion of the INP. Well as the characteristics and 

competences of the Institute itself, until the consolidation, in 1921, of the compulsory 

nature of social insurance. 
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I. INTRODUCCIÓN 

En la segunda mitad del siglo XIX, los gobiernos liberales españoles, conscientes 

del desarrollo industrial y la consecuente consolidación de una clase obrera con la 

aparición de ideologías y organizaciones revolucionarias que podían poner en peligro el 

orden político y social establecido, consideraron necesario desarrollar una legislación 

social y laboral con el fin de atender las necesidades de los obreros y evitar que esta clase 

social se sintiera atraída por estos movimientos en cuestión. 

El primer paso fue la creación de la Comisión de Reformas Sociales en 1883, un 

organismo encargado de elaborar estudios e informes para analizar las cuestiones relativas 

al bienestar de las clases obreras, su impacto en el desarrollo industrial y los intereses de 

la patronal. Partiendo de esta iniciativa, en 1900 se promulgó la Ley 30 de enero de 1900 

de accidentes de trabajo. Por primera vez, se acepta el principio intervencionista del 

Estado en materia social y se declara la responsabilidad directa y objetiva de los 

empresarios en los accidentes sufridos por sus trabajadores, fomentando la institución del 

seguro. La Comisión de Reformas Sociales se desarrolló y transformó en el Instituto de 

Reformas Sociales que, preocupados ante la falta de previsión aseguradora de los obreros 

ante la invalidez y vejez, realizó trabajos preparatorios para la creación de un organismo 

capaz de organizar y fomentar la práctica del seguro. 

 El Instituto Nacional de Previsión se organizó a través de la Ley de 27 de febrero 

de 1908 (Gaceta 29 de febrero) con el fin de difundir e inculcar la previsión popular, 

especialmente la realizada en forma de pensiones de retiro obrero. 

El objeto de este estudio es llevar a cabo un análisis histórico, tanto de los 

antecedentes legislativos, la creación y las características que tuvo el Instituto Nacional 

de Previsión, como del impulso y el fomento de los seguros sociales mediante el régimen 

de libertad subsidiada, así como la incidencia entre la población hasta lograr su 

consolidación con la obligatoriedad de los seguros de previsión, mediante el Real decreto 

11 de marzo de 1919: Régimen de intensificación del Retiro Obrero, que significó el 

impulso definitivo para el aseguramiento de los obreros. 

Esta investigación nos ayudará a comprender la estructura, las competencias y 

organización interna del Instituto Nacional de Previsión, un organismo válido para 

desarrollar con efectividad la administración de canales para facilitar el aseguramiento de 

los riesgos sociales por parte de los interesados que, hasta la fecha no existía, y constituyó 
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un gran avance legislativo en nuestro país en materia de política social de previsión, 

precedente sin el que nuestro actual Sistema de Seguridad Social resultaría inconcebible. 

Para la realización de nuestro trabajo nos hemos basado en la bibliografía más 

relevante sobre el tema que nos ocupa. Cabe destacar la obra del profesor FELICIANO 

MONTERO GARCÍA, entregado al estudio de la historia eclesiástica. En su abundante 

historiografía del catolicismo español ha publicado distintos artículos relacionados con el 

Instituto Nacional de Previsión, como son: “Conservadores y liberales ante la cuestión 

social: el giro intervencionista”, “El debate sobre el intervencionismo y el nacimiento 

del Instituto Nacional de previsión (INP)”, “De la beneficencia a la reforma social. Los 

orígenes de la política social del Estado”. Además de estos trabajos, también son 

importantes los realizados por: JOAQUÍN GARCÍA MURCIA y Mª ANTONIA 

CASTRO ARGÜELLES, “La previsión social en España: Del Instituto nacional de 

Previsión al Instituto Nacional de Seguridad Social”. ALEXANDER ELU TERÁN, 

“Las primeras pensiones públicas de vejez en España. Un estudio del Retiro Obrero, 

1909-1936”. ESTHER MARTÍNEZ QUINTEIRO, “El Nacimiento de los seguros 

sociales en el contexto del reformismo y la respuesta del movimiento Obrero”.  

Además de estos trabajos de autor, hemos consultado las publicaciones realizadas 

por el Instituto de Reformas Sociales y el Instituto Nacional de Previsión, así como la 

Revista Anales, destinada a difundir las operaciones y características del Instituto. 

Conjuntamente a estas publicaciones, hemos consultado diversas fuentes de interés 

procedentes de revistas de investigación, como son: “Revista del Ministerio de Trabajo 

y Asuntos Sociales”, “Revista crítica de Historia de las Relaciones Laborales y de la 

Política Social”, “Revista de la Historia Contemporánea”, “Revista de Historia 

Industrial”. Para el acceso a estas publicaciones hemos utilizado la página web “Dialnet”, 

un portal bibliográfico de los más significativos cuya base de datos y de depósito en 

algunos textos son de acceso libre y gratuito.  

En cuanto al acceso de toda la legislación de interés que hemos utilizado para 

completar nuestro trabajo de investigación, la pagina web del Repositorio Documental 

del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social. Y destacamos la página web 

“Legishca”, un proyecto desarrollado por el área de Historia del Derecho y de las 

Instituciones de la Universidad Miguel Hernández. Se trata de una herramienta que 

permite el fácil acceso a una base de datos de legislación histórica y que recopila gran 

parte de la normativa promulgada en nuestro país en el siglo XIX y parte del siglo XX.  
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II. CONTEXTO: EL ORIGEN DE LA POLÍTICA SOCIAL EN LA 

RESTAURACIÓN (1875-1923) 

La Restauración borbónica se inicia con el fin del periodo revolucionario iniciado 

en 1868 por distintos sectores burgueses. Este aparente fracaso sirve para consolidar el 

sistema “oligárquico” diseñado por Cánovas del Castillo, un régimen de dominio liberal 

y burgués surgido al calor de la revolución industrial, hasta su progresiva decadencia a 

partir de la crisis de 1917 y la dictadura de Primo de Rivera en 1923. 

Este régimen liberal y constitucional, pero no democrático ni verdaderamente 

parlamentario, se basó en cuatro pilares fundamentales: la monarquía, las Cortes, la 

Constitución de 1876 y el turno pacífico entre partidos políticos, liberales y 

conservadores.1 Cuyo objetivo principal era la estabilidad institucional y la segregación 

del sistema político al movimiento obrero organizado. 

Es precisamente durante la Restauración cuando se sentarán las principales bases 

organizativas del movimiento obrero: en 1879 se constituye el Partido Socialista Obrero 

Español, en 1888 el sindicato socialista Unión General de Trabajadores, en 1910 la 

Confederación Nacional del Trabajo, y en 1921 el Partido Comunista de España. 

Entre 1876 y 1886 hay un periodo de transformación económica y social del país. 

Durante esos años se acrecienta el proceso de industrialización, principalmente en 

Cataluña en los sectores textiles, y en Vizcaya y Asturias en el sector siderúrgico y 

minero. 2  En cuanto al principal rasgo de la transformación social, es la paulatina 

desaparición de la antigua sociedad estamental y su sustitución por una nueva sociedad 

de clases.3 

La incipiente y generalizada industrialización se agrava como consecuencia del 

maquinismo. Las jornadas de trabajo son excesivamente duras, con salarios mínimos, las 

condiciones de trabajo son precarias, los ambientes nocivos e insalubres y los accidentes 

de trabajo son frecuentes. Estas condiciones de penuria se empeoraban más con la 

explotación del trabajo de mujeres y de niños, las llamadas “fuerzas medias”.4 

                                                   
1 TUSELL, J. Historia de España, vol. 22, 26 vols. Salvat Editores, p 15. 
2 BUJ, A., «La cuestión urbana en los informes de la comisión de reformas sociales», (accedido 27 de 

enero de 2020),  http://www.ub.edu/geocrit/sv-32.htm 
3 OCAÑA, J.C., «Historia de España - El arranque del movimiento obrero (1833-1874)», (accedido 28 de 

enero de 2020);  http://www.historiasiglo20.org/HE/10d-2.htm. 
4 LÓPEZ PALOMEQUE, M.C, (1997) «La intervención normativa del Estado en la “cuestión social” en la 

España del siglo XIX», p 107. 

http://www.ub.edu/geocrit/sv-32.htm
http://www.historiasiglo20.org/HE/10d-2.htm.


 

- 5 - 
 

El primer liberalismo de la economía, la industrialización capitalista y la 

urbanización asociada, mostraron su peor cara: el deplorable estado y condición de la 

clase trabajadora, lo que llegó a denominarse en la época la “cuestión social”.  

“Se había llegado, en suma, a la explotación sistemática del proletariado 

industrial, que veía realmente amenazado su propio mantenimiento histórico como grupo 

social diferenciado.” 5 

La respuesta frente al alarmante estado de las clases populares llegó a través de dos 

vías. En primer lugar, la organización y movilización del proletariado a través de la 

“conciencia de clase”, que articulaba una resistencia de auto tutela colectiva de los 

trabajadores frente su situación deplorable; y en segundo lugar, la intervención del Estado 

en el problema social mediante una legislación protectora al trabajador.6  

Los primeros planteamientos ideológicos y humanitarios sobre la “cuestión social” 

se centraron en el malestar social de la clase obrera. Estudios sociológicos realizados por 

una élite formada por intelectuales procedentes de las capas medias y altas de la 

burguesía, conocedores de la realidad social europea y comprometidos en torno a una 

concepción más progresista. Hay que destacar especialmente el Krausismo, corriente de 

pensamiento que anteponía el reformismo frente a la revolución, defendiendo el 

capitalismo como modelo económico y una concepción solidaria de las relaciones entre 

el capital y el trabajo, con actitud moralizadora sobre la clase obrera. Esta ideología 

inspiró las decisiones de intervencionismo durante el período de la Restauración.7 

Los conservadores defendían que la raíz de la cuestión social era moral e incluso 

religiosa, y por tanto, sólo una restauración moral y religiosa garantizaba la solución al 

problema social. Por el contrario, los liberales entendían que la cuestión social tenía que 

estar acompañada de una regeneración moral y educativa.8 Como fuere, conservadores y 

liberales estaban aferrados al régimen liberal clásico, centrados en la estabilidad del orden 

económico, ideológico e institucional mediante el privilegio del poder de la fuerza y el 

uso del derecho que garantizara principalmente la propiedad agraria y manufacturera.9 

                                                   
5 Ibídem, p 107.  
6 Ibídem, p 108. 
7 GARRIDO MARTÍN, A. (2004), «Parlamento y "cuestión social" en la España de la Restauración». 

Historia Contemporánea, Nº29, p 720. 
8 SÁNCHEZ MARÍN, A. L. (2014) «El Instituto de Reformas Sociales: origen, evolución y 

funcionamiento», p 10. 
9 SILVEIRA, R. y LOZANO, E. (2012), «La cuestión social en la España de la Restauración monárquica 

(1874-1931):Apuntes históricos para la génesis de la profesionalización de lo social», p 146.  
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Los proyectos de reforma social venían impulsados por la llamada “conciencia de 

clase”, tanto por la acción asociada y reivindicativa del movimiento obrero, quienes 

denunciaban los excesos del capital, como de igual forma por la élite de intelectuales, 

krausistas o social-católicos, que profundamente preocupados por la cuestión social 

introdujeron, en sus distintas ramas ideológicas, el pensamiento reformista en España.10 

El 5 de diciembre de 1883 se crea la Comisión de Reformas Sociales. Este proyecto 

reformista es impulsado por el liberal Segismundo Moret, vinculado a los krausistas de la 

Institución Libre de Enseñanza, que ocupaba la cartera de Gobernación dentro del 

gabinete de Posada Herrera. El objeto de su creación se explica en al artículo primero del 

Real Decreto: “Se crea una comisión para el estudio de las cuestiones que interesan a la 

mejora o bienestar de las clases obreras, tanto agrícolas como industriales, y que afectan 

a las relaciones entre capital y trabajo.”11 

Este convencimiento reformista estaba fraguado por el temor que inspiraban las 

clases populares, el movimiento obrero y las agitaciones sociales de la época. Ese temor 

aparece explícitamente en preámbulo del Real Decreto, reconociendo la desatención del 

poder público hacia las “cuestiones llamadas sociales” y manifestando los peligros de 

esa actitud reivindicativa para la “paz pública”.[...] “habría motivo para temer que las 

corrientes, hasta ahora pacíficas, por donde va encauzándose este movimiento, torcieran 

su rumbo de suerte que los males conocidos se agravasen con todos aquellos otros á que 

da origen la violencia, e hicieran así precaria la paz y las relaciones entre los dos 

grandes factores de la producción: el trabajo y el capital.”12 

Hasta entonces, la Comisión de Reformas Sociales era meramente de carácter 

informativo. No sería hasta la reestructuración de 1890 cuando renovó su organización y 

sus competencias y se convirtió en un órgano consultivo del gobierno en materia socio 

laboral. La comisión elaboró una serie de dictámenes y proyectos de ley, como la 

responsabilidad industrial por accidentes de trabajo, las condiciones del trabajo infantil y 

de mujeres, etc. Estos proyectos fueron tratados parlamentariamente, pero sin éxito.13 

                                                   
10 MONTOYA MELGAR, A. (2003) «El Reformismo Social en los orígenes del Derecho del Trabajo», 

Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, p 82. 
11 Gaceta de Madrid, núm. 334. 10/12/1883. 
12 Ibídem. 
13 MONTERO, F. (1980), «El debate sobre el intervencionismo y el nacimiento del Instituto Nacional de 

Previsión (INP)», p 175. 

https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1883/344/A00761-00762.pdf
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A raíz del Desastre del 98, surgió en España un sentimiento de crisis de la 

conciencia nacional. El regeneracionismo influyó en la vida política e impulsó el 

reformismo social y un mayor intervencionismo por parte de los poderes públicos. 

Además, la desaparición de los dos líderes más carismáticos de la Restauración, Cánovas 

y Sagasta, ocasionó una cierta inestabilidad entre los partidos de turno y propició un 

ascenso de nuevos líderes políticos, los conservadores Antonio Maura y Eduardo Dato, y 

el liberal José Canalejas, que comprendieron la causa regeneracionista.  

Eduardo Dato, desde el Ministerio de Gobernación en el Gabinete de Silvela, será 

el primero en promover y lograr la aprobación de las primeras leyes sociales: La Ley 30 

de enero de 1900 acerca de los accidentes de trabajo14 y la Ley 13 de marzo de 1900 de 

condiciones de trabajo de las mujeres y de los niños.15 La aprobación de estas leyes 

implicaba la plena aceptación del principio intervencionista del Estado como principio 

básico de la reforma social. 

“El regeneracionismo llevado a la política fue una etapa de voluntad reformista 

que afectó positivamente a la reforma social y al avance del intervencionismo estatal que 

venía propugnándose ya desde finales del siglo XIX.”16 

José Canalejas, desde el Ministerio de Agricultura, tuvo la iniciativa de presentar 

un proyecto regeneracionista-educativo, un organismo al margen de la política partidista 

y vinculado a un grupo de intelectuales de filiación krausista, algunos provenientes de la 

Institución Libre de Enseñanza y otros de la Universidad de Oviedo, como Adolfo Posada 

y Adolfo Buylla, con el encargo de organizar y poner en marcha el Instituto del Trabajo. 

El proyecto fue presentado en las Cortes, pero no logró la aprobación del Senado.17  

Un año después, los conservadores recogen lo esencial en cuanto a objetivos y 

características del proyecto inicial presentado por Canalejas, pero perfeccionando sus 

competencias. El 23 de abril de 1903 se crea por Real Decreto el Instituto de Reformas 

Sociales. La creación del Instituto vino a sustituir a la Comisión de Reformas Sociales y 

representó la institucionalización de la reforma social.18  

                                                   
14 Gaceta de Madrid, núm. 211. 30/7/1900 
15 Ibídem, núm. 73. 14/3/1900 
16 MARRAUD GONZÁLEZ, G. (2003) «En los orígenes de la Administración socio laboral del Instituto 

de Reformas Sociales al Ministerio de Trabajo», Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, pp 

145-146. 
17 Ibídem, p 146. 
18 GUILLÉN, A. (1990), «El origen del estado de bienestar en España (1876-1923): El papel de las ideas 

en la elaboración de políticas públicas», p 4. 

https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1900/211/A00411-00413.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1900/073/A00875-00876.pdf
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Un organismo administrativo establecido para proyectar y poner en práctica la 

legislación socio laboral. Con el objeto de “preparar la legislación del trabajo en su más 

amplio sentido, cuidar de su ejecución, organizando para ello los necesarios servicios de 

inspección y estadística, y favorecer la acción social y gubernativa en beneficio de la 

mejora o bienestar de las clases obreras.”19 

Es necesario incidir en la influencia de algunos sociólogos krausistas, como 

Azcárate y González Posada, fundadores y miembros activos durante años del IRS, y en 

especial, el proyecto presentado al Gobierno de José Maluquer y Salvador, cuya redacción 

había sido llevado a cabo por una ponencia compuesta por Maluquer, Azcárate, Matías 

Gómez Latorre y Eduardo Dato, que a la postre fueron decisivos para llevar a cabo el 

proyecto legislativo que daría paso a la creación del Instituto Nacional de Previsión.20  

Como resultado de la actividad y planificación del IRS, se celebró en Madrid en 

octubre de 1904 una Conferencia sobre Previsión Popular con la asistencia de los 

representantes de las diversas cajas de ahorros existentes. 21  Un tema a tratar fue el 

“Examen de un proyecto de Instituto Nacional de Previsión, administrado por las cajas 

de ahorros que al efecto se concierten, sin menoscabo de su actual autonomía, para la 

práctica del Seguro popular, y en primer término de las pensiones vitalicias obreras”.22 

El Instituto Nacional de Previsión se organizó a través de la Ley de 27 de febrero 

de 1908 .23 Este organismo es impulsado por el partido conservador presidido por Antonio 

Maura y aprobado por unas Cortes presididas por Eduardo Dato. Surgió con tres 

objetivos: divulgar e inculcar la previsión popular, constituir de manera voluntaria una 

mutualidad de asociados de los fondos del retiro obrero, y por último, la propagación, 

preparación y administración de las operaciones de previsión social.  

El nuevo INP estaba basado en el principio de “libertad subsidiada”, los seguros 

sociales eran de carácter voluntario y estaba subsidiado por el Estado. Los obreros podían 

pagar la cuota que estimasen oportuna, siendo la entrega mínima de media peseta mensual 

y el Estado contribuía con la misma cantidad abonada, sin que aquélla excediera a una 

peseta mensual. 24 

                                                   
19 Gaceta de Madrid, núm.120. 30/4/1903 
20 GUILLÉN, A. (1990) «El origen del estado de bienestar en España (1876-1923)», pp 4-5. 
21 Ibídem, p 5. 
22 IRS, (1905), «Conferencia sobre Previsión Popular (1904. Madrid)».  
23 Gaceta de Madrid, núm. 60. 29/2/1908. 
24 GUILLÉN, A. (1990) «El origen del estado de bienestar en España (1876-1923)», p 4. 

https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1903/120/A00371-00372.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1908/060/A00875-00876.pdf
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La acción aseguradora del INP se apoyó en la red de diferentes instituciones de 

ámbito privado que se dedicaban a la previsión popular como las Cajas de Ahorro, 

Sociedades de Socorros Mutuos, etc. Para contar de esa manera con una infraestructura 

más amplia y ser capaz de actuar en todas las provincias de España. 25 

Los socialistas se mostraron escépticos ante la Ley de 27 de febrero. Se interesaron 

más por la Ley de Accidentes de 1900, ya que tenía más capacidad de impacto entre los 

obreros la preocupación por los accidentes laborales, siempre con la amenaza inminente 

y altamente probable, que los recién creados seguros de retiro obrero, vista siempre la 

vejez desde la distancia.26 

En el Instituto Nacional de Previsión colaborará como consejero obrero Matías 

Gómez Latorre, un hombre de prestigio socialista que desde la creación del Instituto 

intentará, sin abandonar la crítica, tender puentes entre el INP y el aparato sindical y 

político socialista. Para ello se comprometió en la defensa y propaganda del Instituto.27 

En el XII Congreso de la Unión General de Trabajadores, en mayo de 1916, Gómez 

Latorre defiende la obligatoriedad de los seguros únicamente para patronos y el Estado:  

“Nosotros estimamos que mientras la situación de la clase obrera no se modifique 

económicamente, y mientras siga cobrando salarios de miseria, insuficientes para cubrir 

sus más apremiantes necesidades, y se vea sometida a la dura prueba de los grandes 

periodos de crisis de trabajo, tan frecuentes en España, ni puede ni debe tener la ley 

carácter obligatorio más que para el estado y para la clase patronal, a cuyos obreros 

inscritos al régimen legal de retiros les debe bonificar el patrono lo mismo que ya lo hace 

el Estado y en la misma proporción que éste”.28 

En ese mismo Congreso de la UGT, los socialistas preparan una campaña de 

agitación que desembocará en la Huelga General de 1917. Tras la huelga, el Gobierno 

como un gesto de conciliación, quiere desagraviar la represión de la revolución, con la 

concesión de reformas sociales, y reúne ese mismo año una Conferencia de Seguros 

Sociales, en la que se debatirá la implementación del seguro obligatorio por etapas.29  

                                                   
25 GARCÍA MURCIA, J. y CASTRO, Ma A. (2007) «La previsión social en España: del Instituto Nacional 

de Previsión al Instituto Nacional de Seguridad Social», p 9. 
26 MARTÍNEZ QUINTEIRO, E. (1984) «El nacimiento de los seguros sociales en el contexto del 

reformismo y la respuesta del movimiento obrero», pp 78-80. 
27 Ibídem, p 81. 
28 «El Socialista»,1 de mayo de 1917, p 4. 
29 MARTÍNEZ QUINTEIRO, E. (1984) «El nacimiento de los seguros sociales…», cit, p 83. 
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En la Conferencia de Seguros Sociales se introdujo un orden gradual en la 

implementación de la obligatoriedad para las partes implicadas, que consistió en otorgar 

la obligatoriedad del seguro por parte de la patronal y del Estado, y de excluir la 

aportación del trabajador en la primera fase. Esta peculiaridad se justificó por la dificultad 

del ahorro obrero, reconocido en aquel período por el encarecimiento de la vida a causa 

de la Gran Guerra. Por consiguiente, se encargó al Instituto Nacional de Previsión la 

elaboración del anteproyecto de ley que condujo a la implementación del seguro de retiro 

obrero obligatorio.30  

En 1919, tras una década de funcionamiento del INP, se crea por Real Decreto el 

seguro de retiro obrero obligatorio, 31  aunque hubo que esperar a 1921 para que se 

aprobase su reglamento.32 El retiro obrero obligatorio era para todos los trabajadores 

industriales entre 16 y 65 años. Este sistema estaba financiado por el Estado y por los 

empresarios en una primera fase, mientras que los obreros debían pagar una cuota 

obligatoria en una segunda fase. El aseguramiento se realizaba mediante la apertura de 

libretas de ahorro individuales en las que se depositarían las contribuciones 

correspondientes a cada trabajador. Sobre este sistema de capitalización, el trabajador 

asalariado devengaría una pensión vitalicia a partir de los 65 años.33 

El 10 de enero de 1922 se aprueba la Ley reformada relativa a los accidentes de 

trabajo. 34  Esta ley no atribuyó directamente al Instituto Nacional de Previsión la 

condición de entidad aseguradora de los accidentes de trabajo, pero le encargó dos 

funciones importantes: el fomento del seguro mutuo de accidentes de trabajo, mediante 

la reglamentación de mutualidades territoriales, y la administración del fondo de garantía, 

en supuestos de fallo de la responsabilidad empresarial.35 

                                                   
30 ELU TERÁN, A. (2006) «Las primeras pensiones públicas de vejez en España. Un estudio del Retiro 

Obrero, 1909-1936», p 43. 
31 Gaceta de Madrid, núm. 71. 12/3/1919. 
32 Preámbulo RD: “Para que la intensificación de retiros obreros pueda ser eficaz en plazo breve, entiende 

el Gobierno que conviene reglamentarla con la posible urgencia, encomendando esta tarea al Instituto 

Nacional de Previsión, qué como instrumento oficial del Seguro social tan eminentes servicios viene 

prestando a la Patria; y es de esperar que, siguiendo en este período de preparación reglamentaria, la 

misma política de equidad de amplitud de criterio, de respeto a las autonomías profesionales y locales y de 

especialización de las materias, logrará el mismo éxito satisfactorio conseguido en la redacción de las 

bases del proyecto que hoy se somete a la aprobación.” 
33 «Historia de la Seguridad Social: El inicio del estado del bienestar»;  

https://www.elmundodelsegurodevida.es/historia-seguridad-social. (accedido el 3 de marzo). 
34 «Ley reformada relativa a los accidentes de trabajo. 10/1/1922», IRS. Ministerio de Trabajo. 
35GARCÍA MURCIA, J. y CASTRO, Ma A. (2007) «La previsión social en España: del Instituto Nacional 

de Previsión al Instituto Nacional de Seguridad Social», p 8. 

https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1919/071/A00916-00918.pdf
https://www.elmundodelsegurodevida.es/historia-seguridad-social
http://fama2.us.es/fde/leyAccidentesDelTrabajo1922.pdf
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III. LOS CONSERVADORES: MAURA Y DATO EN EL ORIGEN 

DEL INSTITUTO NACIONAL DE PREVISIÓN 

El Partido Conservador adaptó su pensamiento y discurso en una etapa de fuerte 

debate doctrinal. Especialmente durante los años 90, y más concretamente tras el desastre 

del 98, el reformismo social intervencionista pasó a ser un criterio indiscutible y 

compartido por todos, en un contexto en el que presionaban las ideas democráticas, el 

movimiento obrero y el desarrollo de una clara renovación ideológica de la Iglesia 

católica, a través de la encíclica “Rerum Novarum”. Doctrina social que había impulsado 

el papa León XIII, que supuso un cambio importante de la posición de la Iglesia ante la 

“cuestión social” ideado a raíz de la Revolución Industrial.36 

En esta tesitura reformadora y con planteamientos distintos, los dos líderes 

conservadores Antonio Maura y Eduardo Dato, y de sus partidarios, los mauristas y los 

idóneos respectivamente, atendieron de distinta forma las diversas iniciativas de reforma. 

Mientras que Maura priorizó el planteamiento de una serie de reformas en el ámbito 

político para que el régimen liberal clásico de la Restauración no se viera desbordado por 

sectores ajenos al sistema, Dato, con el mismo objetivo, se inclinó más por la reforma 

social.37 

Antonio Maura fue uno de los líderes más influyentes del Partido Conservador, un 

político de lo más controvertido y una de las personalidades más apasionantes que generó 

la nueva situación política. El mallorquín era un liberal, pero con un destacado perfil 

conservador, y su política estaba basada en una lectura conservadora del 

regeneracionismo. Consciente de que el sistema político de finales del siglo XIX estaba 

en decadencia, convenía acometer nuevas reformas como una administración más 

moderna y descentralizada con el objetivo de que fuera más eficaz, y la necesidad de 

socializar a las masas conservadoras, como también de organizar un partido moderno.38 

Ese interés por la renovación del liberalismo clásico se observa en la aportación de 

elementos del catolicismo social y del Krausismo. Del catolicismo surgirá la importancia 

de la “cuestión social” en sus gobiernos, concretada en medidas legislativas que van 

                                                   
36 MONTAGUD, E. «Las transformaciones del conservadurismo español en el reinado de Alfonso XIII»; 

https://www.eduardomontagut.es/mis-articulos/historia/item/698-las-transformaciones-del-

conservadurismo-espanyol-en-el-reinado-de-alfonso-xiii.html. (accedido 3 de marzo de 2020). 
37 Ibídem. 
38 GONZÁLEZ CUEVAS, C. y MONTERO F. (1988) «Los conservadores españoles en el s. xx», p 41. 

https://www.eduardomontagut.es/mis-articulos/historia/item/698-las-transformaciones-del-conservadurismo-espanyol-en-el-reinado-de-alfonso-xiii.html
https://www.eduardomontagut.es/mis-articulos/historia/item/698-las-transformaciones-del-conservadurismo-espanyol-en-el-reinado-de-alfonso-xiii.html
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terminando con el liberalismo más absoluto. Del Krausismo recibirá su interés por el 

organicismo, y por el voto corporativo como fórmula para combatir el caciquismo.39  

Maura en su “revolución desde arriba” para evitar la de abajo, estaba plenamente 

convencido de que la sociedad española que crecía económicamente tenía que 

modernizarse políticamente, virar de la beneficencia a la seguridad y justicia social, y que 

frente al liberalismo más absoluto del siglo XIX imperaba la necesidad intervencionista 

del Estado en política social. Esa era la filosofía y la finalidad del Instituto de Reformas 

Sociales.40  

Durante el “gobierno largo” de Maura (1907-1909), permitió a los conservadores 

plantear una serie de diferentes proyectos y normas que se extendían desde la tutela estatal 

a numerosos ámbitos de las relaciones laborales. Un transcendental paso hacia la 

previsión social fue la creación del Instituto Nacional de Previsión en 1908. Su primer 

presidente fue Eduardo Dato en reconocimiento al pionero de la legislación obrera.41 Pero 

su gran base fue la Ley Electoral de 1907, y sobre todo, la reforma de la administración 

local para que, aprobado por el parlamento, fuese “el descuaje del caciquismo”, sin 

embargo no llegó a aprobarse. Estas reformas pretendían que el régimen de la 

Restauración fuese más representativo y verdaderamente más democrático. No obstante, 

la labor de su gobierno fue muy criticada por republicanos y socialistas. La represión de 

la “Semana Trágica” de Barcelona supuso la caída del gobierno de Maura en 1909, y 

provocó grandes consecuencias en la estabilidad del régimen, como el fin del turnismo.42  

La posterior promoción del grupo conservador “idóneo” provocó la aparición del 

“maurismo” como un grupo político diferenciado. Los jóvenes mauristas se movilizaron 

intensamente. El maurismo se autodefinió como la antítesis al “canovismo”: frente a la 

doctrina del liberalismo, democracia conservadora; frente al individualismo posesivo, el 

intervencionismo estatal; frente el centralismo, la autonomía municipal. En un primer 

momento, los mauristas no renunciaron a la tradición conservadora liberal, pero con el 

tiempo fueron transformando un proyecto político de modernización conservadora, en el 

que los contenidos autoritarios adquirieron una clara postura: la construcción de un 

Estado intervencionista, nacionalista y corporativo.43 

                                                   
39 ALGUERÓ, F. (2012) «El catolicismo liberal en España», Encuentro Madrid Historia, p 237. 
40 BERMÚDEZ, A. y BLANCO CONDE, J. (2004) «Cien años del Instituto de Reformas Sociales», p 9. 
41 ALGUERÓ, F. (2012) «El catolicismo liberal en España», cit, p 237. 
42 GONZÁLEZ CUEVAS C. y MONTERO F. (1988) «Los conservadores españoles en el s. xx», pp 42-43. 
43 Ibídem. 
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Eduardo Dato representa otra postura dentro del conservadurismo. Su posición es 

de sobra conocida, un político social-reformista y católico, pero a diferencia de Maura, 

Dato no intentó la transformación del sistema ni la movilización de su electorado. Su 

interés político se centró únicamente en la “cuestión social”, consciente de la necesidad 

del intervencionismo estatal, insistió mediante el parlamentarismo fomentar la paz social. 

Por eso, pretendió plantear una política reformista que conectara con el socialismo más 

proclive al reformismo.44 

“Los esfuerzos de Dato para configurar ideológica y estructuralmente el 

conservadurismo y restablecer el consenso global entre esta fuerza y las demás, 

tropezaron con el caudillismo de Maura, la agresividad de la izquierda y la cerrazón de 

la derecha”.45 Eduardo Dato fue tildado de reaccionario y de ser tolerante con la izquierda 

y con el socialismo, de tener una postura integrista e inmovilista, pero realmente fue un 

ejemplo de lealtad a sus convicciones conservadoras que pretendía llevar a cabo en un 

contexto de dificultad.46 

Dato fue el promotor de la primera legislación laboral en España. Durante su intensa 

trayectoria política como ministro y presidente del Consejo de Ministros tuvo varias 

iniciativas y proyectos de reforma social. Será en el primer Gobierno Silvela, como 

Ministro de la Gobernación, cuando inicia una política legislativa de gran transcendencia 

como son la Ley de Accidentes del Trabajo y la Ley Reguladora del Trabajo de Mujeres 

y Niños (1900), a las que continuaría durante el segundo Gobierno Silvela la Ley del 

Descanso Dominical (1904). Es el conservador Dato quien transforma el Instituto de 

Reformas Sociales e impulsa sus tareas. Además, durante los años en la oposición, le ven 

al frente del Instituto de Reformas Sociales como reconocimiento por su dedicación a 

estas cuestiones. En el segundo y tercer Gobierno de Dato, promueve el Instituto Nacional 

de Previsión (1908), que en 1903 ya había sido defendido, y el propio Ministerio de 

Trabajo (1920). Además, se creó en las Cortes una Comisión Permanente del Trabajo y 

Legislación Social, una larga serie de medidas de participación obrera y de resolución 

conciliadora y arbitral de los conflictos laborales, la Ley del retiro obrero obligatorio 

(1919) y muchos proyectos más.47 

                                                   
44 Ibídem. 
45 HERRERO Y RODRÍGUEZ DE MIÑÓN, M. (1997) «Seis políticos españoles: Eduardo Dato e 

Iradier», Real Academia de Ciencias Morales y Políticas. I, p 120. 
46 Ibídem, p 129. 
47 Ibídem, pp 136-137. 
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En los discursos académicos de Dato “La Justicia Social”48 y “El significado y 

representación de las leyes protectoras del trabajo”49 se observa una visión positiva y 

muy optimista, confiado en los buenos efectos pacificadores y encauzadores del conflicto 

social que la legislación laboral estaba originando en el país. Lo atribuye al 

intervencionismo y a las diferentes reformas de índole social que identifica como parte 

del programa conservador. Frente a los ideales revolucionarios y subversivos, el 

intervencionismo acometía una doble función, conservadora y reformadora a la vez.50 

Igualmente, se observa la posición ecléctica de Dato frente a las dos principales 

ideologías dominantes del momento, el liberalismo y el socialismo, subrayando la crisis 

y la evolución convergente de ambas ideologías, deteniéndose especialmente en el auge 

del socialismo reformista y del sindicalismo no revolucionario, principalmente en 

Alemania y en Inglaterra, y haciendo hincapié en la moderación de los socialistas por la 

previa implantación de la legislación laboral.51 

Dato concluye su discurso afirmando que “la justicia social […] no es ni puede ser 

obra del Estado, sino del individuo y del deber social que él tiene que cumplir”. Destaca 

la importancia que tiene la reforma moral propia en el individuo como un paso previo a 

la reforma social.52 

El intervencionismo, la concordia entre el liberalismo y el socialismo más proclive 

al reformismo, la reforma moral propia del individuo y evitar la dualización de la 

sociedad, son elementos que definen muy bien la posición del reformismo conservador y 

católico que representó Eduardo Dato. 

Hay que destacar la presidencia de Dato, entre 1909 y 1913, en el Instituto Nacional 

de Previsión, y la influencia del reformismo social y conservador de esta institución. Este 

organismo era de carácter apolítico, en él participaron reformistas sociales de diferente 

índole política e ideológica, pero es especialmente significativa la presencia de católicos 

sociales en los órganos consultivos y directivos. 

 

                                                   
48 Discurso leído ante la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, en la recepción pública del 

Excmo. Sr Eduardo Dato Iraider el día 15 de mayo de 1910.  
49 Discurso leído en la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación madrileña en la sesión inaugural del 

curso 1908-1909. Madrid. 
50 MONTERO, F. (1997), «Conservadores y liberales ante la “cuestión social”: el giro intervencionista», 

Revista de filología románica, Nº14, p 497. 
51 Ibídem, p 498. 
52 Ibídem. 
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IV. PRECEDENTES NORMATIVOS 

A. Ley de 30 de enero de 1900 acerca de los accidentes de Trabajo 

En cierto modo, podemos entender que la Ley acerca de los accidentes de trabajo 

es un precedente legislativo, una primera experiencia del seguro obrero. Se declara, por 

primera vez, la responsabilidad empresarial frente al daño derivado del riesgo profesional 

y se fomenta la institución “libre” del seguro.53 La Ley de 1900 obligaba al empresario 

a cubrir la indemnización, proponiendo la contratación de este seguro con entidades 

privadas. A este respecto, la cobertura del accidente de trabajo dejaba de ser contemplada 

como una acción asistencial o benéfica. 

El Instituto Nacional de Previsión entrañaba un sistema para difundir y extender la 

previsión popular, específicamente la cobertura de la vejez y el retiro obrero. Se trataba 

de objetivos y coberturas diferentes, pero por primera vez, surge el seguro social. 

La Ley de 1900 promovía la contratación del seguro de accidentes por parte de la 

patronal, pero no contemplaba la creación de una institución pública para la gestión y 

administración. Además, tampoco contemplaba la creación de un fondo que pudiera 

garantizar el pago de indemnizaciones ante la posible insolvencia de la empresa. No 

obstante, con la Ley reformadora relativa a los accidentes de trabajo de 1922, el Instituto 

Nacional de Previsión empezará a tener protagonismo, fomentando la acción aseguradora 

y administrando el fondo especial de garantía.54 

Desde la creación de la Ley de 1900, estará presente un debate intelectual de 

intereses sociales, económicos y políticos sobre los seguros sociales y su implantación 

obligatoria o voluntaria, y sobre el grado de implicación del Estado en la implementación, 

financiación y gestión de los seguros obreros. Para Feliciano Montero este debate 

“coincidió en el tiempo con el proceso de gestación del Instituto Nacional de Previsión. 

Y probablemente, […] influyó en la fuerte determinación de evitar el modelo obligatorio, 

recabar la colaboración de la iniciativa privada, principalmente de las Cajas de Ahorro, 

y, en definitiva, plantear el modelo de “libertad subsidiada” con el que nació el Instituto 

Nacional de Previsión.”55 

 

                                                   
53 GARCÍA MURCIA, J. y CASTRO, Ma A. (2007) «La previsión social en España: del Instituto Nacional 

de Previsión al Instituto Nacional de Seguridad Social», p 5. 
54 Ibídem, p 8. 
55 MONTERO, F.(1980) «El debate sobre el intervencionismo y el nacimiento del Instituto Nacional de 

Previsión (INP)», pp 184-186. 
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B. El proyecto de Ley 27 de agosto 1904 presentado al Gobierno por el Instituto de 

Reformas Sociales 

La Comisión de Reformas Sociales, preocupada ante los problemas de la previsión 

que permitieran constituir pensiones de retiro, encargó una ponencia a José Maluquer y 

Salvador, que la presentó en 1903. Por entonces, la Comisión se había convertido ya en 

el Instituto de Reformas Sociales, y en 1904 el Ministerio de la Gobernación solicitó al 

IRS que redactará un proyecto de Ley sobre la Previsión Popular.56 

Maluquer, vocal del Instituto y ponente del proyecto, había realizado importantes 

trabajos preparatorios que serán utilizados en la redacción del proyecto. 

Este Proyecto de Ley está compuesto por cinco capítulos; en el primer capítulo, se 

recogen los antecedentes parlamentarios sobre previsión popular, un extracto del catálogo 

de documentos parlamentarios sobre cuestiones sociales realizados en España; en el 

segundo capítulo, se incluye la ponencia de Maluquer sobre la Caja Nacional de Seguro 

Popular; en el tercer capítulo, la información legislativa sobre las Cajas Nacionales de 

Seguro Popular, en él se recogen y traducen las leyes de Italia, Bélgica, Francia, Suiza, 

Portugal, Inglaterra y Rusia; el cuarto capítulo se emplea para documentar lo ocurrido en 

la Conferencia sobre Previsión Popular celebrada en Madrid, en octubre de 1904, que 

puede interesar de una manera más directa para la historia del Proyecto de Ley; el capítulo 

quinto comprende el Proyecto de Ley de Instituto Nacional de Previsión, precedido de la 

exposición de motivos de la ponencia encargada de redactarlo y razonarlo, compuesta por 

una comisión del Instituto de Reformas Sociales, integrada por Azcárate, Dato, Gómez 

Latorre, Maluquer, Salillas y Serrano, seguido de una amplia explicación técnica del 

proyecto. Por último, en el sexto capítulo se incorpora la bibliografía.57 

El Instituto convocó a todas las Cajas de Ahorro a una Conferencia de Previsión 

Popular en la que se debatiría la creación del Instituto Nacional de Previsión. La 

invitación de todas las Cajas de Ahorro responde a que el Instituto necesitaba la máxima 

colaboración de la iniciativa privada. Por el contrario, en el desarrollo del debate se 

mostró el recelo y miedo de algunas de las Cajas a perder la especificidad y su 

independencia frente al nuevo organismo.58 

                                                   
56 AGESTA, L. (1981) «Orígenes de la Política Social en la España de la Restauración», p 17. 
57 IRS, «Proyecto de Ley Instituto Nacional de Previsión» (1906), p 7, 
58 MONTERO, F. (1980), «El debate sobre el intervencionismo y el nacimiento del Instituto Nacional de 

Previsión (INP)», p 188. 
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En la conferencia se debatió sobre el grado de intervención del Estado en la gestión 

y administración de las pensiones de vejez, pesaba el modelo italiano y belga. La 

influencia belga estuvo directamente presente mediante una carta del director de la Caja 

Nacional de Ahorros y Retiros de Bélgica, M. Lepreux, que aconsejaba para la fundación 

de la Caja Nacional la “previsión libre”, a diferencia del modelo obligatorio alemán: “El 

magisterio progresivo de la previsión, bajo sus diversas formas, debe constituir hoy día, 

en mí concepto, la base de la organización general de un país, y para ello es necesario, 

proceder forzosamente por etapas porque es aún la previsión una virtud difícil de lograr 

que se practique. […] Alimentar y conservar la esperanza de poder resolver, sin el 

carácter obligado y por el exclusivo influjo de la previsión libre, el inquietante problema 

de las pensiones obreras.”59  

Asimismo, la colaboración de las Cajas de Ahorro no debía interferir en la 

autonomía administrativa y económica del Instituto Nacional de Previsión,60 y en cuanto 

a la relación con el Estado, consideraba preferible el modelo belga de intervención que se 

limitaba a una inspección: “Creo que se inspira, igualmente en el principio de la 

previsión libre el proyecto de crear en España un Instituto Nacional de Previsión. 

[…]Una institución autónoma, con vida propia, que tenga una administración y una 

gestión económica distintas de las Cajas de Ahorros, con las que debe quedar, sin duda, 

en relación, limitando las Cajas de Ahorros su cooperación efectiva.[…]Las relaciones 

del Instituto con el Estado pueden limitarse a una simple inspección, o la aprobación de 

tarifas y a la concesión de una garantía, como en Bélgica, o bien llegar a una 

dependencia absoluta, según ocurre en Francia con la Caja Nacional de Retiros; 

considerando preferible el primer sistema.”61 

En la representación socialista, Matías Gómez Latorre, vocal obrero del Instituto de 

Reformas Sociales, durante la Conferencia señaló en varias ocasiones que el obrero no 

tenía suficientes recursos para el ahorro: “Recomendar el ahorro en España a los 

trabajadores resulta una ironía sangrienta”. Para Gómez Latorre, la libertad subsidiada 

no ofrecía la solución adecuada y era necesaria una mayor intervención económica por 

parte del Estado: “nosotros, conociendo, como creemos conocer, el país en que vivimos, 

desconfiamos mucho de la potencia de la iniciativa particular […] nuestro deseo es que 

                                                   
59 IRS, (1906), «Proyecto de Ley Instituto Nacional de Previsión», pp 128-129. 
60 MONTERO, F. (1980), «El debate sobre el intervencionismo y el nacimiento del Instituto Nacional de 

Previsión (INP)», p 182. 
61 IRS, (1906) «Proyecto de Ley Instituto Nacional de Previsión», pp 130-131. 
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se exprese en esta base que la Caja de Previsión ha de contar con la garantía del Estado, 

consignándose la correspondiente cantidad en los presupuestos de la Nación.”62 

En el apéndice de la conferencia destaca un informe realizado por Tomás Balbás en 

representación de la Caja de Ahorros Provincial de Guipúzcoa. Cabe recordar que la Caja 

de Ahorros Provincial de Guipúzcoa, junto con la Caixa Catalana, fueron las pioneras en  

implementar seguros privados de pensiones de retiro obrero en España. Balbás refleja un 

cierto pesimismo por los resultados menguados de su propia experiencia,63 reflejo de la 

incapacidad de las Cajas de Ahorro para captar fondos provenientes de la clase obrera: 

“Todo cuanto se pretenda hacer sin que se decrete el seguro obligatorio no surtirá los 

apetecidos efectos, por la ignorancia supina que en España impera en materia de 

previsión.”  

Balbás es contrario al criterio adoptado de libertad subsidiada y se muestra 

partidario del seguro obligatorio haciendo referencia al modelo alemán: “Por todo lo 

expresado anteriormente, se comprenderá que continúo siendo partidario de la 

obligación del seguro, porque estoy convencido de que la iniciativa particular jamás 

conseguirá los resultados admirables obtenidos con el otro sistema.” […] “Así, pues, si 

el seguro obligatorio alemán ha aprobado que es bueno en sí, una organización análoga 

debe tener en los otros países civilizados resultados igualmente felices, pues los mismos 

efectos producen los mismos resultados.”64 

El modelo de seguro obligatorio, impuesto tempranamente por el canciller 

Bismarck, comprendía una serie de seguros sociales: el de enfermedad (1883), el de 

accidentes (1884) y el de invalidez y vejez (1889). El Estado alemán acertaba en que la 

gran mayoría de los trabajadores carecían de la posibilidad de hacerles frente con sus 

propios medios, debiendo ser el Estado quién organizara esa protección social. 65 

La contribución de las cuotas eran satisfechas por parte de obreros y patronos con 

el auxilio del presupuesto nacional, los centros aseguradores funcionaban en todo el 

Imperio bajo la garantía del Estado, y cuya dirección era de carácter oficial, vigilados 

constantemente por la oficina Imperial de Seguros.66 

                                                   
62 IRS,(1906) «Proyecto de Ley Instituto Nacional de Previsión», pp 153-155. 
63 MONTERO, F. (1980), «El debate sobre el intervencionismo y el nacimiento del Instituto Nacional de 

Previsión (INP)», p 189. 
64 IRS, (1906), «Proyecto de Ley Instituto Nacional de Previsión», pp 200-207 
65 «Los Seguros Sociales de Bismarck y su implantación en España»;  https://rodas5.us.es/file/a65815a2-75b5-

4c1f-17e1-cfc1062a5e9f/1/formacion_historica_wimba.zip/pagina_05.htm. (accedido 2 de abril de 2020) 
66 Ibídem. 

https://rodas5.us.es/file/a65815a2-75b5-4c1f-17e1-cfc1062a5e9f/1/formacion_historica_wimba.zip/pagina_05.htm
https://rodas5.us.es/file/a65815a2-75b5-4c1f-17e1-cfc1062a5e9f/1/formacion_historica_wimba.zip/pagina_05.htm
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Pero en el proyecto de Ley no se contempló el sistema obligatorio, la contratación 

del seguro se contempló como una opción libre de los interesados y se limitó a promover 

y apoyar las iniciativas que adoptaran los propios obreros para su auto-aseguramiento. 

Las razones que determinaron la adopción del sistema libre frente al obligatorio se 

fundamentaron en causas de carácter económico y por la falta de hábito previsor, tanto de 

obreros como de patronos, que preponderaba en la España de principios del siglo XX. 

Una vez examinadas las disposiciones legislativas en el contexto europeo, en la 

“Orientación Preferible” a la que hace mención en la ponencia José Maluquer, se centra 

en el modelo italiano por características similares, como la necesaria colaboración de la 

iniciativa privada, o la creación de una Caja Nacional: “Hallase Italia en condiciones a 

las nuestras parecidas en este punto, contando con Cajas regionales de Ahorros de 

antigua fundación. […]“Establecer el régimen más adecuado para la aplicación de la 

ley de Accidentes del trabajo, se consideró conveniente instituir una Caja Nacional de 

Seguros contra dichos accidentes, y que nada era tan beneficioso a este fin como la 

asociación.”67 

Además, hace referencia a la creación de un organismo central, como el implantado 

en Bélgica. El papel supervisor clave del proyecto de José Maluquer es el Instituto 

Nacional de Previsión: “La existencia de un organismo central facilitaría los trabajos 

actuariales, obteniéndose mayor perfección a menor coste, pues de lo contrario habría 

de existir una oficina análoga en cada Delegación, y liberaría a éstas de las 

responsabilidades financiera consiguientes, que asumiría la Caja nacional; pudiendo 

ejercer en ellas en forma insustituible el cometido propio de verdaderas sucursales.”68  

De esta manera, se divisaba que el proyecto de previsión popular más adecuado 

para el Estado en la gestión de las pensiones de retiro obrero era el aplicado en países 

como Bélgica o Italia. 69  Es por consecuencia el Instituto Nacional de Previsión un 

organismo análogo a la Caja General de Ahorros y Retiros de Bélgica, y a la Caja 

Nacional Italiana de Previsión para obreros inválidos. 

 

                                                   
67 IRS, (1906), «Proyecto de Ley Instituto Nacional de Previsión», pp 16-18.  
68 Ibídem.  
69 ELU TERÁN, A. (2006) «Las primeras pensiones públicas de vejez en España. Un estudio del Retiro 

Obrero, 1909-1936», p 35. 
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En definitiva, se acordó que el nuevo Instituto Nacional de Previsión fuera 

concebido como un organismo público, con personalidad jurídica, administración y 

fondos propios y distintos del Estado. Una institución autónoma con una administración 

y gestión diferente a la de las cajas colaboradoras, y cuya relación con el Estado se 

fundamentara en la inspección y en la concesión de una garantía económica limitada. 

Asimismo, el Instituto Nacional de Previsión se configuraría como un organismo nacional 

central del sistema de previsión social, y a su vez, un sistema descentralizado. De este 

modo, la participación de cajas colaboradoras que, en representación del Instituto, serían 

las responsables de la gestión y propaganda en la región de influencia de estas.70  

Además, el Instituto Nacional de Previsión tendría la administración única de las 

posibles operaciones de renta vitalicia que pudieran ser regularizadas a través de las Cajas 

colaboradoras. 71 De esta forma, se conjugaba la iniciativa pública con la colaboración de 

la privada mediante la “libertad subsidiada”. Las contribuciones realizadas por los 

obreros eran de carácter voluntario, y estas eran bonificadas con un subsidio estatal 

predeterminado. 

Tras la Conferencia de Previsión Popular y en virtud de estas deliberaciones, surgió 

la ponencia encargada por Azcárate, Dato, Gómez Latorre, Maluquer, Salillas y Serrano. 

José Maluquer concluyó el Proyecto de Ley y fue presentado a las Cortes por el Instituto 

de Reformas Sociales, sin embargo, por vicisitudes de la política no llegó a ser aprobado. 

Sería más tarde, en 1908 durante el “gobierno largo” de Maura, cuando los 

conservadores aprobarían la creación del Instituto Nacional de Previsión sin ninguna 

modificación relevante al proyecto inicial presentado en 1905. 

 

 

 

 

 

 

 

                                                   
70 Ibídem, p 37. 
71 MONTERO, F. (1980), «El debate sobre el intervencionismo y el nacimiento del Instituto Nacional de 

Previsión (INP)», p 188. 
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V. INSTITUTO NACIONAL DE PREVISIÓN 

A. Ley 27 de febrero de 1908: Creación del Instituto Nacional de Previsión 

El Instituto Nacional de Previsión se organizó a través de la Ley de 27 de febrero 

de 1908. Esta ley se centra esencialmente en la disposición jurídica y en la implantación 

de una institución de carácter público, entidad central en el proceso de construcción del 

sistema de previsión social. La Ley de 27 de febrero se preocupa principalmente de 

consolidar la institución mediante la determinación de su naturaleza jurídica, su estructura 

interna y su régimen de funcionamiento, además de concertar con rigor los términos y 

condiciones en las que habrían de llevarse a cabo las operaciones del seguro social.72 

En este sentido, la Ley 27 de febrero de 1908 está compuesta por cuatro capítulos; 

en el capítulo primero: fines y organización, se encarga de exponer los fines de la nueva 

institución, así como de perfilar la organización y el funcionamiento interno del Instituto 

Nacional de Previsión; en el capítulo segundo: operaciones, se estipulan las condiciones, 

los requisitos y los efectos de las operaciones del seguro social; en el capítulo tercero: 

derecho especial, se determinan algunas previsiones de carácter especial para la 

aplicación de las distintas operaciones a determinados grupos de personas; y en el capítulo 

cuarto: relación con institutos de fines análogos, se encarga de encauzar y colaborar con 

institutos de fines análogos con el INP, bien sean nacionales o extranjeros.73 

Además, en las Disposiciones transitorias de la propia Ley 27 de febrero de 1908, 

invitaba a: “Los organismos oficiales a los que incube el cumplimiento de lo preceptuado 

en esta ley” emprender la constitución del INP “lo más tarde el plazo de un año, a contar 

desde su promulgación, y cuya constitución se autorizará por Real decreto” 74  y 

encomendaba al Ministro de Gobernación nombrar, de forma análoga, a lo determinado 

en el artículo 5 de la propia Ley, “una Comisión gestora del Instituto Nacional de 

Previsión, encargada de formular con carácter provisional un proyecto de Estatutos, 

reglamentos y tarifas, y de realizar los demás trabajos preparatorios que requiera el 

establecimiento del Instituto.”75 

 

                                                   
72 GARCÍA MURCIA, J. y CASTRO, Ma A. (2007), «La previsión social en España: del Instituto Nacional de 

Previsión al Instituto Nacional de Seguridad Social», p 22. 
73 INP, «Ley, estatutos, reglamento de entidades similares, antecedentes», Imp. de la Sucesora de M. Minuesa 

de los Ríos, No1, pp 5-13. Anexo III. 
74 Ley de 27 de febrero de 1908, Disposición transitoria tercera. 
75 Ibídem, Disposición transitoria segunda. 
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1. Organización del Instituto y su relación con las Cajas colaboradoras 

Los fines atribuidos al nuevo Instituto de previsión popular se recogen en el artículo 

primero de la Ley 27 de febrero de 1908:  

“Se organizará por el Estado un Instituto Nacional de Previsión para los siguientes 

fines: primero, difundir e inculcar la previsión popular, especialmente la realizada en 

forma de pensiones de retiro; segundo, administrar la mutualidad de asociados que al 

efecto y voluntariamente se constituyan bajo este patronato, en las condiciones más 

benéficas para los mismos; tercero, estimular y favorecer dicha práctica de pensiones de 

retiro, procurando su bonificación de carácter general o especial, por entidades oficiales 

o particulares.” 

El Instituto nace con tres normas fundadoras a desarrollar; la primera de ellas es 

una tarea de carácter particularmente educadora y cultural, ya que consiste en difundir e 

inculcar la práctica de la previsión popular, especialmente las que se realizan en forma de 

pensiones de retiro. Para ello, tratará de influir en la población con el propósito de hacerles 

comprender la necesidad del aseguramiento ante las posibles contingencias o las 

dificultades de la vejez. El Instituto se ocupa de ésta tarea pedagógica a través de los actos 

públicos de propaganda, folletos, monografías de vulgarización y publicaciones 

periódicas de la Revista Anales.76 La segunda tarea recoge elementos burocráticos en los 

que resume el encargo de administrar la mutualidad de asociados constituidos bajo el 

patronato del Instituto, en las condiciones más beneficiosas para los mismos; y la tercera 

tarea adjunta es más constructiva y política, ya que tenía por propósito la adopción de 

medidas capaces de estimular y favorecer la práctica de las pensiones de retiro obrero, 

destinando como método para el impulso las bonificaciones, bien fuesen de carácter 

general o especial. 

El Instituto Nacional de Previsión es un organismo con personalidad administrativa 

y fondos propios distintos del Estado,77 no obstante, el Gobierno mantenía respecto al 

Instituto funciones de inspección 78  y de protección económica, representada por un 

capital inicial de garantía y subvenciones anuales para el fomento de la previsión popular. 

                                                   
76 INP, (1920), «Qué es el lnstituto Nacional de Previsión: su origen, operaciones que realiza, disposiciones 

por que se rige, el seguro voluntario y el seguro obligatorio de vejez, tarifas», No86, Sobrinos de la Suc. de M. 

Minuesa de los Ríos, pp 6-7. 
77 Ley 27 de febrero de 1908, Artículo 2. 
78 Ibídem, Artículo 11. 
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 Dicho capital inicial donado por el Estado no será “inferior a 500.000 pesetas. Este 

debía entregarse de una vez o en varios ejercicios, no excediendo de cinco, además de 

una subvención anual proporcionada al desarrollo y las necesidades del Instituto que, no 

sería “inferior a la cantidad de 125.000 pesetas.”79 Siendo otorgadas dichas cantidades 

en el ejercicio siguiente al de la aprobación de la Ley.80 

A estos dos primeros montantes económicos de naturaleza pública, el artículo tres 

de la Ley de 1908 añadía otras tres partidas de carácter y contenido bastante más 

complejos y de una cuantía más imprevisible; el primero era el importe de las cuotas 

correspondientes de los asociados, este dependía del éxito de la operación; el segundo 

correspondería a los intereses y productos de los fondos sociales, que eran dependientes 

del mercado financiero; y por último, el artículo tres añadía la posibilidad de admitir 

donaciones y legados de las Diputaciones, Ayuntamientos, Corporaciones o de 

particulares que, a la postre no dejaba de ser una opción a expensas de la voluntad 

política.81 

El Instituto Nacional de Previsión asumía el carácter de “institución de 

beneficencia” 82 , es decir, estaba exento, “por razón de sus operaciones, bienes y 

valores”, de las obligaciones tributarias, como eran “los impuestos de utilidades y 

contribución industrial y territorial, seguros, derechos reales y timbre.”83 

El Gobierno tenía la facultad de comprobar, “por lo menos cada 5 años”, el 

funcionamiento y solvencia del Instituto, “revisando, con arreglo a sus bases de 

constitución, las reservas matemáticas calculadas, y verificando la evaluación de los 

bienes y valores en que se hallen invertidos los fondos representativos de dichas reservas 

por medio de una Comisión”. Esta Comisión estaría representada por un funcionario de 

alto cargo y un técnico profesional de la rama del seguro.84Además, el Gobierno solicitaba 

al Instituto cada año “un balance detallado de ingresos y gastos," y cada cinco años un 

balance técnico, en el que se comprendan el valor actual de las rentas contratadas y el 

de los bienes y valores que representen las reservas matemáticas.”85  

                                                   
79 Ley 27 de febrero de 1908, Artículo 3. 
80 Ibídem, Disposición transitoria primera. 
81 GARCÍA MURCIA, J. y CASTRO, Ma A. (2007) «La previsión social en España: del Instituto Nacional de 

Previsión al Instituto Nacional de Seguridad Social», p 25. 
82 Ley 27 de febrero de 1908, Artículo 33. 
83 Ibídem, Artículo 32. 
84 Ibídem, Artículo 10. 
85 Ibídem, Artículo 11. 
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Al frente del Instituto se situaba un Consejo de Patronato compuesto por un 

presidente y 14 consejeros.86 Estos tendrían la potestad de dirección y representación 

general del Instituto examinado la gestión, determinando las tarifas y condiciones de los 

contratos de las pensiones de retiro, así como de acordar las reglas de distribución de las 

bonificaciones.87  

Los primeros nombramientos para constituir el Consejo de Patronato se 

encomendaban al Ministerio de Gobernación, que podía ejercer dicha facultad a través de 

la “libre asignación”; el Ministro nombraba al presidente y un primer grupo de siete 

consejeros; los siete consejeros restantes serían los nombrados por el Instituto de 

Reformas Sociales. Los puestos vacantes se proveerían por el Ministerio de la 

Gobernación y a propuesta del propio Consejo de Patronato, con la única excepción del 

presidente del Instituto, que sería siempre de libre nombramiento por parte del Ministro.88 

De modo que, entre los nombramientos obligatoriamente había de figurar: “uno de los 

vocales elegidos para representar en el referido Instituto a la clase patronal, y otro de 

los delegados para la clase obrera.”89 De esta forma, se pretendía que el órgano directivo 

fuese lo más representativo posible. 

La Junta de Gobierno era un órgano situado por debajo del Consejo de Patronato. 

Estaba compuesto por un presidente, el consejero delegado, el consejero secretario y dos 

consejeros. Sus funciones eran más ejecutivas que representativas y no podía exceder de 

cinco vocales, y estos eran elegidos por el propio Consejo de Patronato.90 

Mediante los estatutos, los correspondientes acuerdos del Consejo de Patronato y 

de la Junta de Gobierno, se completaba con el carácter administrativo o consultivo el 

personal necesario, además de los siguientes cargos: el secretario de la administración 

central, un jefe de contabilidad, un jefe de publicidad, un administrador de la Caja General 

de Pensiones, un asesor actuario de Seguros y un letrado asesor, para las consultas de 

carácter jurídico y la dirección de los asuntos contenciosos.91 

 

                                                   
86 Ley 27 de febrero de 1908, Artículo 5. 
87 Ibídem, Artículo 4. 
88 GARCÍA MURCIA, J. y CASTRO, Ma A. (2007), «La previsión social en España: del Instituto Nacional de 

Previsión al Instituto Nacional de Seguridad Social», p 24. 
89 Ley 27 de febrero de 1908, Artículo 5. 
90 Ibídem, Artículo 6. 
91 Reglamento del INP, Sección primera: Capítulo III, Artículo 31. 
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Respecto a la estructura operativa del Instituto Nacional de Previsión, se organizó 

a través de un sistema de descentralización por la necesaria colaboración con las Cajas de 

Ahorro y la influencia de estas en sus respectivas regiones, aunque el propio Instituto 

mantenía la administración única de las operaciones de las pensiones de retiro obrero. Por 

ese motivo, la Ley 27 de febrero de 1908 destina específicamente el “Capítulo IV: 

Relación con institutos de fines análogos” a la reciprocidad de servicios entre el Instituto 

y las Cajas de Ahorro que se constituían bajo su patronato. 

En el artículo 36 se establece que: “El Instituto Nacional de Previsión procurará 

organizar su representación provincial y local sobre la base de las Cajas de Ahorros y 

de entidades reaseguradoras o coaseguradoras mediante convenios en los que se 

reconozca la completa separación de sus peculiares funciones y responsabilidades.” 

 De ese modo, se enlazaba la gestión central del Instituto con la local, sin 

obstaculizar la gestión de las Cajas colaboradoras, evitando el monopolio y coordinando 

la administración de las pensiones de retiro obrero a favor de una operación común, y 

amparándose en principios de unidad con las reglas fundamentales del seguro matemático 

y las convenientes garantías. 

La relación entre las Cajas colaboradoras y el Instituto Nacional de Previsión se 

perpetuaba mediante las operaciones y los tipos de previsión señalados en el artículo 35 

de la Ley de 1908; el primero era la facultad de las Cajas colaboradoras en “asegurar” a 

través del Instituto “la totalidad de las pensiones de retiro”, contemplándose la concesión 

de “especiales facilidades”; el segundo consistía en “reasegurar” en el propio Instituto 

una parte de las operaciones; y el tercero, mediante un convenio de “coaseguro”, que 

ofrecía la posibilidad a las Cajas en asegurar parte de la operación. 

El servicio central de depositaría y de tesorería del Instituto se concretaba en la Caja 

de Ahorros de Madrid,92 conservando así el control sobre el fondo de bonificaciones 

resultante del Estado. Además, también le correspondía al Instituto la distribución de las 

bonificaciones atendiendo a la recaudación total de las operaciones de las Cajas “que en 

parte reasegure o coasegure en la forma que se determine en los estatutos y en los 

correspondientes convenios, proporcionando sus condiciones a las establecidas con 

carácter general.”93 

                                                   
92 Ley 27 de febrero de 1908, Artículo 7. 
93 Ibídem, Artículo 37. 
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2. Las operaciones del Instituto 

De acuerdo con el contenido del texto fundacional, la finalidad de difundir e 

inculcar la previsión popular, con especial voluntad en las pensiones de retiro obrero, 

además del estímulo para la práctica de dichas pensiones canalizadas a través de las 

“bonificaciones”, da paso, de esa forma, al sistema de “libertad subsidiada”, en tanto que 

la contratación de los seguros se contemplaban aún como una opción libre de los 

interesados.94 

“Las operaciones peculiares del Instituto serán de las de renta vitalicia, diferida o 

temporal, constituida a favor de las personas de las clases trabajadoras, mediante 

imposiciones únicas o periódicas, verificadas por quienes hayan de disfrutar dichas 

pensiones, o bien por otras personas o entidades a su nombre, bajo el pacto de cesión o 

de reserva del capital, en todo o a parte, para los derechohabientes.” 95 

Las distintas modalidades de pensión ofrecidas por el Instituto se formaban a través 

de la capitalización individual de las cuotas aportadas y sus correspondientes 

bonificaciones hasta escoger la edad de retiro, que podía ser entre los 55, 60 o 65 años. 

Estas pensiones de retiro obrero constituidas en el Instituto Nacional de Previsión eran de 

dos clases: a capital cedido y a capital reservado96, y bajo ningún caso podían ser objeto 

de cesión, retención, ni embargo.97  

La renta vitalicia de capital cedido representaba la previsión exclusivamente 

personal; sumaba cada aportación satisfecha por parte del interesado mediante una cuota 

única para la adquisición de una pensión vitalicia anual, dicho cobro comenzaría a 

producirse partir de la edad escogida por el interesado.98 

Las rentas vitalicias constituidas bajo el pacto de capital reservado combinaba la 

previsión personal con el seguro de vida, lo que producía una doble aplicación al ahorro. 

Con las cuotas se adquiría una pensión, y además, se aseguraba un capital, que se le 

entregaría a los herederos o derechohabientes al ocurrir el fallecimiento del titular.99  

                                                   
94 GARCÍA MURCIA, J. y CASTRO, Ma A. (2007), «La previsión social en España: del Instituto Nacional de 

Previsión al Instituto Nacional de Seguridad Social», p 23. 
95 Ley 27 de febrero de 1908, Artículo 13. 
96 ELU TERÁN, A. (2006) «Las primeras pensiones públicas de vejez en España. Un estudio del Retiro 

Obrero, 1909-1936», p 36. 
97 Ley 27 de febrero de 1908, Artículo 31. 
98 INP, (1909), «Tarifas de pensiones vitalicias diferidas a capital cedido», No3, pp 9-11 
99 Ibídem, (1909), «Tarifas de pensiones vitalicias diferidas a capital reservado», No4, p 4. 
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Esta modalidad de renta ofrecía cuatro combinaciones posibles; se podía constituir una 

renta pagadera desde la edad escogida de retiro, con el derecho a la devolución del total 

de las imposiciones al ocurrir el fallecimiento del titular, antes o después de la edad de 

retiro; también se podía constituir una renta con las mismas condiciones, pero sólo con el 

derecho a la mitad de las imposiciones realizadas. O bien, la devolución de las 

imposiciones podría contratarse solo para el caso de que el fallecimiento del titular 

ocurriese antes del disfrute de la pensión, teniendo el derecho de rembolso a la mitad de 

las imposiciones.100 

Entre estos cuatro tipos de pensiones a capital reservado, podemos señalar una 

diferencia significativa en la cuantía del rembolso; o se devuelve la totalidad de las 

imposiciones satisfechas o únicamente la mitad. Esta última modalidad de capital 

reservado representaba una combinación intermedia que permitía contratar pensiones a 

menor coste que aquellas en que se reservaba la totalidad del capital, y permitía que en 

caso de fallecimiento se pudiera recuperar la mitad del capital reservado.101 

El artículo 30 de la presente ley establecía una serie de reglas en materia hereditaria. 

El derecho a reclamar el capital hereditario prescribía a los tres años; “En el caso de 

proceder a la entrega de todo o parte del capital a los derechohabientes, […] el capital 

hereditario se pagará exclusivamente al cónyuge sobreviviente, a los hijos y, a falta de 

estos, a los ascendientes.” Se entregaba en mitades la partición del capital hereditario, 

“mitad a los hijos y la otra mitad al cónyuge.” Si el fallecido no tenía hijos, pero si 

padres, la proporción del cónyuge era de tres quintas partes. Además, se completaba la 

opción de cuando el fallecido dejase viuda e hijos de otro “matrimonio anterior”, el capital 

hereditario se repartiría en partes iguales, la mitad a la viuda, y la otra mitad entre los 

hijos de ambos “matrimonios” en partes iguales. 

En cuanto a la aplicación de la cuota única, era una de las características más 

significativas del Instituto Nacional de Previsión respecto a la formación de las pensiones 

de retiro obrero. Esto implicaba que el Instituto no exigiera ningún tipo de continuidad en 

las imposiciones satisfechas por los interesados para el disfrute del derecho a pensión.102 

Por el contrario, cualquier imposición satisfecha por encima del mínimo de 0,50 pesetas 

generaba derecho a percibir la correspondiente renta a partir de la edad escogida.  

                                                   
100 Ibídem 
101 Ibídem, pp 4-5. 
102 ELU TERÁN, A. (2006) «Las primeras pensiones públicas de vejez en España. Un estudio del Retiro 

Obrero, 1909-1936», p 36. 
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De ese modo, las pensiones recibidas no eran más que la suma de las sucesivas 

aportaciones realizadas de la forma más cuantiosa y continuada posible, cuyo único límite 

era que las aportaciones y las correspondientes bonificaciones no diesen derecho a 

pensiones anuales superiores a las 1.500 pesetas.103 Así, se pretendía que solamente la 

clase obrera pudiese beneficiarse de este sistema. 

También podían constituirse de la misma forma pensiones de retiro a favor de los 

obreros del Estado y de empleados o funcionarios públicos, o particulares de todas las 

clases, cuyo sueldo no fuese superior a 3.000 pesetas anuales.104 

Los menores de edad y la mujer casada podían solicitar, “sin necesidad de ninguna 

autorización o consentimiento”, la apertura de las libretas de renta vitalicia de capital 

reservado. No era así para la apertura de las libretas de renta vitalicia de capital cedido, 

en el que se exigía para la mujer casada el “debido consentimiento” del marido. 

Para la retirada de los fondos, los menores de edad necesitaban la autorización por 

el siguiente orden: “del padre, de la madre, del abuelo paterno o del materno, del tutor, 

y a falta o en ausencia de ellos, de las personas o instituciones que hayan tomado a su 

cargo la manutención o cuidado del menor.” La mujer casada necesitaba la autorización 

expresa o tácita de su marido, y si este la negase, podría solicitarla al juez municipal, “en 

comparecencia y con la citación del marido.”105 

En cuanto al pago de las pensiones constituidas, cuando las pensiones de retiro 

excedían de 60 pesetas anuales, se ingresaban mensualmente al beneficiario. Si por el 

contrario eran menores a esta cifra, se ingresaban por trimestres.106 

Otra peculiaridad interesante eran las firmas dactilares y escritas en las operaciones 

de previsión. El Instituto impulsó este sistema para garantizar la identidad de las personas 

y contra la malicia de otros que intentaran suplantarlas, o contra otras eventualidades que 

pudieran hacer difícil el reconocimiento del interesado. Además, era el medio más 

práctico y seguro para prevenir estas posibles contingencias. Si el interesado fuese 

analfabeto, no era necesario exigir la firma escrita, pero si era necesario la impresión de 

su huella dactilar.107 

                                                   
103 Ley 27 de febrero de 1908, Artículo 14. 
104 Ibídem, Artículo 13. 
105 Ibídem, Articulo 27. 
106 Ibídem, Artículo 16. 
107 Reglamento del INP, Sección segunda: Capítulo I. Artículo 83. 
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B. La incidencia del seguro libre 

A pesar de la gran tarea del Instituto en propagar e inculcar la previsión popular, la 

repercusión de la “libertad subsidiada” en la primera etapa de previsión social (1909-

1919) mostró unas cifras muy pobres. El seguro voluntario no consiguió tener el alcance 

necesario entre la población debido a la incultura y a la falta de hábito en materia de 

previsión, además de la incapacidad de la gran mayoría de obreros para el ahorro. 

Cuadro I: Evolución del número de afiliados al Instituto Nacional de Previsión 108 

 

A parte de las bajas cifras logradas en cuanto al número de afiliados al Instituto, 

también hay que resaltar la preferencia de los obreros en contratar la modalidad de 

pensión a capital reservado, que aun siendo de mayor coste que la renta a capital cedido, 

tuvieron una contratación mayoritaria.  

Cuadro II: Los depósitos acumulados por el INP en pensiones de retiro 109 

Años Capital Cedido Capital Reservado 

1909-1913 157.772 ptas. 443.687 ptas. 

1913-1918 585.729 ptas. 2.350.670 ptas. 

Este dato es revelador, porque aun siendo una minoría los obreros que podían abrir una 

libreta en el Instituto, los obreros se preocupaban más por el riesgo de muerte que por los 

problemas propios de la vejez.110 

                                                   
108 Grafica de elaboración propia; Fuente: INP (1935), «Memoria del Instituto Nacional de previsión en 1934», 

Publicaciones del INP, Imprenta de los Sobrinos de la Sucesora de M. Minuesa de los Ríos, Madrid, p 101. 
109 Tabla de elaboración propia; Fuente: INP (1914), «Primer balance técnico quinquenal 1909-13», 

Publicaciones del INP, No 52, Madrid: Imp. de los Sucesores de Hernando, p 3; INP (1919), «Segundo balance 

técnico quinquenal 1913-18», Publicaciones del INP, No 99, Imp. de los Sucesores de Hernando, pp 19-20.   
110 ELU TERÁN, A. (2006), «Las primeras pensiones públicas de vejez en España. Un estudio del Retiro 

Obrero, 1909-1936», p 41. 
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Álvaro López Núñez,111 secretario general del Instituto, escribe un artículo en la 

Revista Anales en 1910, llamado: Régimen de transición: entre el seguro libre y el seguro 

obligatorio.112 Es un artículo interesante porque recoge las ventajas y los inconvenientes 

de ambos sistemas, y pone en el centro la dificultad de la “libertad subsidiada” para tener 

el alcance necesario entre la población obrera. “La experiencia, sin embargo, demuestra 

que, con ser ciertas estas ventajas del seguro social voluntario, no llegan a tener todo su 

alcance, por ser patrimonio de un corto número de escogidos.” A la vista de los 

decepcionantes resultados, no es de extrañar que dos años después de la creación del 

Instituto ya se esté planteando, entre los regentes de los órganos directivos, la 

obligatoriedad del seguro como método más eficaz. “Por ser experimental la legislación 

de los seguros sociales, conocemos hoy perfectamente, gracias a una experiencia a veces 

dolorosa, las ventajas y los inconvenientes con que han procurado resolver el problema 

del riesgo social los dos sistemas de seguro, voluntario y obligatorio”.  

Para López Núñez, “la masa asalariada” no tiene la intención de asegurarse si no 

es impedida por la obligación legal. Además, añade que: “La masa es, naturalmente, 

imprevisora. Su inconsciencia le paraliza la voluntad; su incultura la hace pesimista y 

desconfiada.” Por ello, se muestra partidario de imponer la obligatoriedad del seguro, 

pero también plantea el problema del ahorro, puesto que los obreros anteponen ese 

pequeño ahorro a la previsión mutualista por encima de la previsión de la vejez. “El 

Estado tiene el derecho y el deber de imponer el seguro social. Pero ¿tendrá el obrero, 

así manual como intelectual, capacidad económica para ello? […]El obrero moderno 

ahorra sólo para dos fines: para la asistencia en caso de enfermedad, y para el 

sostenimiento de las organizaciones profesionales.”  

Para terminar, expresa su opinión a favor de la obligatoriedad del seguro social sin 

desfavorecer la labor y el camino recorrido por el Instituto. “Con todo lo expuesto hemos 

querido justificar nuestra opinión favorable al seguro social de carácter obligatorio, al 

cual, naturalmente, ha servido de antecedente y preparación el seguro voluntario, de tan 

antigua y gloriosa historia.” 

 

                                                   

111 Álvaro López Núñez divulgó con sus ensayos de crítica social, en los que combinaba conocimientos 

pedagógicos con aptitudes sociológicas, los ideales de previsión social y elaboró estudios sociológicos en los 

que trataba de la mejora de las clases obreras y de la protección y defensa de los débiles y desvalidos, Real 

Academia de la Historia, (accedido 3 de mayo de 2020), http://dbe.rah.es/biografias/22280/alvaro-lopez-nunez 
112 INP, (1910), «Anales del Instituto Nacional de Previsión», No 2, pp 14-22. 

http://dbe.rah.es/biografias/22280/alvaro-lopez-nunez
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C. El Retiro Obrero Obligatorio (1921) 

Por el Real decreto 11 de marzo de 1919: régimen de intensificación del Retiro 

Obrero,113 se estableció el retiro obrero obligatorio como una “ampliación” del régimen 

ya constituido por la Ley de 27 de febrero de 1908. Este Real Decreto estaba compuesto 

por siete bases ordinarias, más dos bases transitorias. Las dos primeras bases ordinarias 

contenían el nuevo régimen característico del retiro obrero obligatorio, las cinco restantes 

se destinan a cuestiones técnicas y organizativas propias del Instituto Nacional de 

Previsión.114 

Hasta entonces, el régimen de “libertad subsidiada” únicamente era obligatorio 

para el Estado. Tras la aprobación del retiro obrero obligatorio, además del Estado, “los 

patronos” estaban obligados a aportar las cuotas para la constitución de las pensiones de 

vejez e invalidez en una primera fase, y después, se extendería la obligatoriedad en una 

segunda fase a los obreros “cuando las circunstancias económicas lo consientan, 

conservando el carácter voluntario para las imposiciones individuales, beneficiadas 

estas por especiales ventajas, que han de ser estímulo para su aportación.”115 De este 

modo, los trabajadores defendían su derecho y comprobaban vigilantes el cumplimiento 

del nuevo régimen. Además, este reglamento estimulaba las aportaciones voluntarias con 

nuevas bonificaciones para la mejora de sus pensiones de vejez. 

El régimen de retiro obrero obligatorio alcanzaba a toda la población asalariada 

comprendida entre las edades de 16 y 65 años, cuyos ingresos anuales no superasen las 

4.000 pesetas.116 La población asegurada se dividía en dos grupos de trabajadores, el 

primero, lo formaban los menores de 45 años, y el segundo, los mayores de esta edad. La 

razón de esta división consistía en la aplicación de una cuota uniforme.117 De forma que, 

se terminaba con funcionamiento anterior formado por tablas de tarifas distintas para cada 

asegurado dependiendo de la edad de este, y se simplificaba de modo que los trabajadores 

se encuadraban en dos grupos diferenciados. 

                                                   
113 Gaceta de Madrid, núm. 71. 12/3/1919. 
114 GARCÍA MURCIA, J. y CASTRO, Ma A. (2007), «La previsión social en España: del Instituto Nacional 

de Previsión al Instituto Nacional de Seguridad Social», p 51. 
115 Exposición del Real Decreto de 11 de marzo de 1919. 
116 Nótese la diferencia entre las 3.000 ptas. establecidas en los años de libertad subsidiada. 
117 INP, (1920), «Qué es el lnstituto Nacional de Previsión: su origen, operaciones que realiza, disposiciones 

por que se rige, el seguro voluntario y el seguro obligatorio de vejez, tarifas.», No86 ,Sobrinos de la Sucesora 

de M. Minuesa de los Ríos. 

https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1919/071/A00916-00918.pdf
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Además, el nuevo régimen establecía la edad de retiro pensionable a los 65 años 

con carácter general para todos los asegurados, pero con una posible reducción en 

determinadas actividades, así como la posibilidad de aportar imposiciones voluntarias por 

cuenta del asegurado, que les permitía adelantar la edad del retiro. La edad de retiro 

estipulada no marcaba obligatoriamente el cese del trabajo, más bien, a partir de dicha 

edad se empezaba a cobrar la pensión de la vejez, eso sí, tanto el Estado como los 

patronos, se libraban de la obligación de aportar las cuotas correspondientes al 

trabajador.118 

En el primer grupo de trabajadores se formaban las pensiones iniciales de 365 

pesetas anuales, a través de las cuotas patronales y la aportación del Estado. La 

contribución del Estado era de 12 pesetas anuales, si el beneficiario hubiese trabajado 

todo el año. Si por el contrario, no fuese así, el Estado contribuía con una peseta mensual 

o 3 céntimos por día trabajado. En segundo lugar, el empresario aportaba una cuota de 36 

pesetas anuales en el caso de que el beneficiario hubiese trabajado todo el año, de no ser 

así, le correspondería aportar 3 pesetas mensuales o 10 céntimos diarios. De esta manera, 

la práctica del retiro obrero obligatorio se regía por cuotas anuales de 48 pesetas para 

todos los asegurados.119 En el segundo periodo de ejecución del decreto, como ya hemos 

avanzado anteriormente, se establecía oportunamente en vista de la situación del trabajo 

y de la economía nacional; pero mientras tanto, los trabajadores podían contribuir con 

cuotas voluntarias. Con estas cuotas se concedía al beneficiario la posibilidad de aumentar 

la pensión, la posibilidad de transformar esas pensiones de retiro en pensiones de 

invalidez, de adelantar la edad de retiro de 65 años a 60 o 55 años o constituir una renta 

a capital reservado, pues las pensiones del régimen obligatorio eran de capital cedido.120 

Los patronos podrían incrementar las cuotas exigidas obligatoriamente para 

proporcionarles una pensión superior a 365 pesetas anuales a sus trabajadores, 

considerando siempre que estas pensiones no superasen el límite máximo, que era de 

2.000 pesetas, y en el caso de los capitales reservados, de 5.0000 pesetas.121 

Respecto al segundo grupo de trabajadores, comprendido entre los 45 y los 65 años 

de edad, las cuotas patronales y del Estado eran las mismas. Se les garantizó un trato 

igualitario; pero además, el Instituto se propuso aumentar las imposiciones con recursos 

                                                   
118 GARCÍA MURCIA, J. y CASTRO, Ma A. (2007), «La previsión social en España….», cit, pp 52-53. 
119 ELU TERÁN, A. (2006) «Las primeras pensiones públicas de vejez en España…», cit,  p 44. 
120 INP, (1920), «Qué es el lnstituto Nacional de Previsión….», cit, pp 11-12. 
121 Real Decreto de 11 de marzo de 1919: Primera base, Artículo 6. 
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especiales. Con estas cuotas el patrono abría una libreta de ahorro a cada trabajador con 

el propósito de formar una pensión mínima de 180 pesetas anuales. Estas libretas de 

ahorro contenían las imposiciones satisfechas, y a su vez, eran aumentadas por las 

aportaciones personales del beneficiario, o de cualquier otro tipo de donación, además de 

una bonificación extraordinaria por parte del Estado. Si la cantidad final fuese igual o 

superior a la cantidad mínima para poder formar la pensión anual de 180 pesetas, se 

procedía a la operación de una renta vitalicia ordinaria, si no fuese así, el Instituto 

entregaba el capital total a la persona o institución encargada del cuidado del asegurado. 

Si ninguna institución o persona se hiciese cargo, el Instituto le otorgaba 30 pesetas 

mensuales hasta agotar el fondo de la libreta.122 En caso de muerte del asegurado, antes 

de llegar a los 65 años, el capital formado por las cuotas patronales y personales con sus 

intereses generados se entregaría a los herederos.123 

En cuanto a la relación entre los organismos análogos del Instituto en la aplicación 

del nuevo régimen obligatorio, estaban comprendidos, en primer lugar, por el Instituto 

Nacional de Previsión; en segundo lugar, las Cajas colaboradoras autónomas para cada 

región o provincia; y en tercer lugar, por las entidades aseguradoras de gestión 

complementaria. Las operaciones se realizaban por medio del reaseguro parcial. “Las 

entidades aseguradoras de gestión complementaría reaseguran parcialmente sus 

operaciones en la caja colaboradora territorial respectiva, y estas en el Instituto 

Nacional de Previsión.”124  

La aplicación de la Ley de 11 de marzo 1919 fue refrendada mediante el Real 

Decreto de 21 de enero de 1921, que contenía el Reglamento General del Régimen de 

Retiros obreros obligatorios.125 Además, se desarrollaron y completaron reglamentos 

más especializados, como el Real Decreto de 14 de julio de 1921, por el que se aprobó el 

Reglamento provisional de las cajas colaboradoras,126 o el Real Decreto 24 de julio de 

1921, aprobado el Reglamento provisional de la Inspección del Régimen General del 

Retito obrero obligatorio127 con el propósito de velar y comprobar el cumplimiento de la 

ley por parte de los patronos.128 

                                                   
122 ELU TERÁN, A. (2006) «Las primeras pensiones públicas de vejez en España…», cit, p 48. 
123 INP, (1920), «Qué es el Instituto Nacional de Previsión….», cit, p 12. 
124 Real Decreto de 11 de marzo de 1919: Quinta base, Artículo 1 y 2. 
125 Gaceta de Madrid, núm. 23. 23/1/1921 
126 Ibídem, núm. 195. 15/7/1921 
127 Ibídem, núm. 208. 27/7/1921 
128 GARCÍA MURCIA, J. y CASTRO, Ma A. (2007), «La previsión social en España…», cit, pp 54-55. 

https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1921/023/A00262-00270.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1921/196/A00295-00296.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1921/208/A00437-00438.pdf
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VI. CONCLUSIONES 

Primera.- Los proyectos de reforma social en la España de la Restauración son fruto 

de varios factores que no se pueden entender el uno sin el otro, y cuyo origen es el 

malestar de la clase obrera producida por la incipiente industrialización. Tanto el 

movimiento obrero, como los nuevos planteamientos ideológicos (el Krausismo y el 

social catolicismo), tuvieron su peso en los primeros proyectos de reforma social, así 

como el regeneracionismo, corriente que supuso el punto de inflexión decisivo en el 

intervencionismo estatal por parte de los poderes públicos. 

Segunda.- A principios del siglo XX, España experimenta, con cierto retraso 

respecto a otros países, los problemas propios de la industrialización. Los políticos son 

conscientes de las distintas legislaciones en materia social que se están desarrollando en 

el extranjero y lo trasladan a la legislación española con el fin de frenar el auge del 

socialismo. Son los conservadores, Maura y Dato, quienes se muestran más dispuestos a 

introducir las nuevas reformas para mantener a flote el régimen de la Restauración. Hasta 

1910, el socialismo no está representado en el Parlamento, razón por la que el social 

catolicismo, y en especial la figura de Dato, que a través del parlamentarismo, trata de 

incidir y agrupar la masa de trabajadores en una concepción más solidaria entre el capital 

y trabajo, distinta a la del socialismo, más revolucionario, que está más arraigado en la 

conflictividad social y en la lucha de clases. 

Tercera.- La constatación de que la intervención por parte del Estado en materia 

social se produce a través de dos vías simultáneas: 

− Una legislación protectora del trabajador y de las condiciones de trabajo. 

− La creación de nuevas instituciones destinadas a la acción social y en bienestar 

de la clase obrera. 

Cuarta.- En el Instituto de Reformas Sociales surgió el germen del Instituto 

Nacional de Previsión. Este organismo público, creado por el partido conservador, facilitó 

los trabajos y sirvió de sustento al gobierno para la aplicación de la gran mayoría de las 

reformas socio laborales. Son numerosos los estudios y trabajos sociológicos que 

realizaron, así como la preparación de nuevos proyectos legislativos y una amplia 

recopilación de la legislación laboral de distintos países. Como resultado de este trabajo, 

el Instituto de Reformas Sociales realizó el Proyecto de Ley en el que se organizó el 

Instituto Nacional de Previsión.  
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Quinta.- La Ley de 1900 acerca de los accidentes de trabajo es relevante en los 

orígenes del Instituto Nacional de Previsión por dos motivos: 

− La aprobación de dicha ley establece la plena aceptación del principio 

intervencionista del Estado. A raíz de esta ley, se desarrolla una regulación de 

leyes protectoras para los trabajadores. 

− Establece el primer precedente legislativo en la implementación de los seguros 

sociales. 

Sexta.- Anteriormente a la creación del Instituto Nacional de Previsión, ya se 

discute sobre la obligatoriedad del sistema de pensiones, aun así, el INP nace con el 

régimen de libertad subsidiada. Los motivos son diversos; en primer lugar, la falta de 

hábito de previsión entre la clase obrera y la patronal, causa que se intentó estimular 

mediante su labor pedagógica y las bonificaciones por parte del Estado para que la 

operación aseguradora fuese más atractiva; en segundo lugar, los factores económicos 

que implicaba la nueva creación de un sistema de previsión social. El Instituto asumía 

una limitación económica por parte del Estado, y además, necesitaba la colaboración de 

las entidades privadas para tener un mayor alcance en todo el territorio español. Las Cajas 

que, voluntariamente se adherían al Instituto, se convertían en una especie de sucursales. 

Por estos motivos, y con la experiencia previa de países como Bélgica e Italia y sus 

respectivas cajas nacionales, se optó por el sistema voluntario y con la particular misión 

de difundir e inculcar la previsión social, porque los hombres del INP eran conscientes de 

la dificultad que entrañaba este sistema.  

Séptima.- Los obreros estaban más preocupados por los accidentes laborales que 

por la vejez. La escasa esperanza de vida y los accidentes laborales del momento 

desplazaron a un segundo plano la previsión de la vejez. Se puede observar en la 

contratación mayoritaria de la rentas a capital reservado que, aun siendo más caras, los 

obreros preferían esta fórmula de ahorro, porque se les reservaba un capital a los 

herederos en caso de fallecimiento. 

Octava.- La repercusión que tuvo la libertad subsidiada no fue la esperada, así lo 

demuestran los datos de afiliación. Una gran parte de los trabajadores, los más 

vulnerables, estaban desprotegidos por la dificultad de estos para constituir una pensión, 

pues carecían de ahorros suficientes. Pero entendemos, que durante esta primera etapa de 

previsión, fue un proceso de maduración propia del Instituto, que empezó desarrollando 
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una labor pedagógica y cultural sobre los beneficios de la protección de la vejez, para 

que, tras una década de funcionamiento se estableciera el régimen de intensificación del 

retiro obrero obligatorio. Una medida que supuso un mayor alcance en la población, y la 

definitiva consolidación de un sistema auténtico de pensiones protectoras para la vejez e 

invalidez de los trabajadores. Obligando a los patronos a contribuir con las cuotas de los 

obreros, y excluyendo a estos, aunque de forma transitoria, de la obligatoriedad de aportar 

las imposiciones. 

Novena.- El régimen del retiro obrero obligatorio facilitó la protección necesaria a 

los trabajadores y sentó las bases de los seguros sociales en nuestro país. El Instituto 

Nacional de Previsión cobró más protagonismo, y progresivamente, se fueron  

implantando nuevos seguros, como: el seguro obligatorio de maternidad (1923), el seguro 

de paro forzoso (1931), el seguro obligatorio de enfermedad (1941), etc. Hasta la 

consolidación del estado de bienestar y nuestro actual sistema de Seguridad Social. En 

1978 se crea el Instituto Nacional de Seguridad Social y asume las competencias 

sociolaborales que, hasta entonces, habían sido gestionadas por el Instituto Nacional de 

Previsión. 
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VIII. ANEXOS 

Anexo I: Gaceta de Madrid .- Núm. 60, 29 de febrero de 1908.
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Anexo II: Gaceta de Madrid .- Núm. 71, 12 de marzo de 1919 
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Anexo III: Periódico El Bien Público.- Núm. 10424, 30/1/1908. Iniciativa plausible, en 

referencia al recién creado Instituto Nacional de Previsión. 



 

- 47 - 
 

Anexo IV: Revista El Socialista.- Núm. 1118, 9/8/1907, p 3. Instituto de Reformas 

Sociales, trabajos y proyectos legislativos. 
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Anexo V: Revista El Socialista.- Núm. 2902. 1/5/1917, p 5. Los retiros obreros, artículo 

de M. Gómez Latorre. 
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Anexo VI: Tabla de afiliación en el Instituto Nacional de Previsión (1909-1934), 

Memoria del Instituto Nacional de Previsión en 1934, p 101. 

 

 


